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SALA SEGUNDA

EXCMOS.  SRES. :

Don Luie López Guerra
Don Eugenio Dfaz Eimil
Don Alvaro Rodrfguez Bereijo
Don Julio D. GonzáIez Campos
Don Carles Viver y Pi-Sunyer

La Sala, ha examinado

sión correspondiente aI recurso de

0 0423523

Núm. de Regis t ro:  2895/92

ASUNTO: Recurso de amparo

promovido por don Rafael

Fernández.

CONTRA: Sentencia de la Sala

Segunda del Tribunal Supremo

recaÍda en casación contra la

dictada por la Audiencia Pro-

vincial- de Madrid, sobre con-

dena por deli to de eetafa.

la pieza separada de Buspen-

amparo  2 .895/L992.

I. A}ITECEDENTES

1. Por escrj-to presentado en el Registro de este
Tribunal el 26 de noviembre de L992, doña Marfa Jesús González
Dlez, Procuradora de Ios Tribunales y de don Rafael Fernández
Chillón, int,erpuso recurso de amparo contra Ia Sentencia dicta-
da por ra sara segunda de1 Tribunar supremo en. fecha 2s de ju-

nio de L992 desestimatoria del recurso de casación núm.
48L6/90, interpuesto contra la sentencia dictada por la Au-
diencia Provincial de Madrid er dÍa 31 de julio de i.990 en Ia
causa 30/82 por un Cel i t ,o de estafa.

t .es hechos:

2. La dernanda se basar €rr sÍnt,esisr €rr los siguien-
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a) A resultas de denuncia int,erpuesta eI 3L de mar-

zo de 1981r Éi€ instruyó e1 sumario 30/82 por el  Juzgado de Ins-

t,rucción núm. 6 de Madrid cont,ra el recurrente y otras doe per-

sonas y una vez concluso fue remitido a la Audiencia Provincial
de Madrid cuya Sección Decimoquinta dictó Sent,encia el dfa 3L
de julio de 1990 por la que se condenaba aI recurrente y a
ot,ros dos procesados a la pena de seis años y un dfa de prieión

mayor, acceeorias y costas como autores de un delito cont,inuado
de estafa previsto en Los arts. 528 y 529, circunetanciae 6 y 7
del Código Penal en relación con el art. 69 bis. del mismo
cuerpo legal. La Sent,encia declaraba probado que en los años
L978 y L979 eI recurrente y los otros dos condenadoe habfan
vendido como aptas para construcción de viviendae, determinadas
fincae sit,as en la provincia de Guadalajara, conociendo que su
calif icación urbanfstica era de rústicas y que result,aban im-
propias por ello para el fin para el que eran adquiridas por
numeroaas per8onas.

b) El recurrente formuló recurao de casación contra
la sentencia precitada. Er L9 de junio de L9g2 ae celebró Ia
vieta ante 1a sara segunda der Tribunal supremo sin ra compare-
cencia del Letrado de1 recurrente, guien con fecha L7 de junio

de L992 habfa int,eresado La suspensión de la vista por estar
aquejado de enfermedad, acreditada nediante certif icado médico.
En 6u sentencia de 25 de junio de L992, la sala deeest imó el
recurgo de casación del recurrent,e.

El actor alega¡ €D primer lugar, 1a vulneración de
ros derechos a }a igualdad y a la tutela judicial efect,iva ga-
rant, izados respect ivamente por los arts.  t4 y 24.L C.8. ,  a l  ha-
berse apartado e1 Tribunal Supremor €rr este caEio, del criterio
mant,enido en sentencias anteriores en las que, a la vista de la
duración excesiva del procedimiento, habfa propuesto el indulto
al Gobierno, suspendiendo ra ejecución de ra pena al haber per-
dido ésta por er excesivo transcurso de tiempo desde la comi-
eión del delito su función rehabil it,adora.
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En segundo lugarr s€ queja el actor de la vulnera-

ción del derecho fundamental de defensa y a la asistencia de

Letrado garant,izada por e} art. 24.2 C.E. ya que peee a Ia in-
posibil idad de la asistencia del Letrado del recurrente al acto

de la vj.sta en casación, la Sala decidió celebrarla de todos

modos quedando e1 recurrente sin asistencia t,écnica cualif icada
y ein defensa. Explica, más pormenorizadamenter gü€ al decidir-

6e la t,ramitación oral del recurso en razón de una petición de
pena superior a l-os seis años, Ia asistencia del defensor al

acto de la vista resul-taba indispensable para un correcüo
ejercicio del derecho de defensa, habiéndole provocado, por

tanto, la fal-ta de suepensión una indefensión manifieeta.

3. Admit,ido el recurso a trámite, la Sección Cuarta
de la Sala Segunda de este Tribunalr por providencia de 19 de
abril de 1993, acordó formar la presente pieza separada de sus-
pensión y de conformidad con Lo previst,o en el art. 56 LOTC
conceder un plazo de tres dfas al Ministerio Fiscal y al soli-
citant,e de amparo para que dentro de dicho término formulasen
las alegaciones que estimasen perti-nentes en relación con la
suspensión int,eresada.

4.  El  Fiscal  ante el  t r ibunal  Const i tucional ,  en su
escrito de alegaciones que tuvo entrada en el Regietro de este
Tribunal e1 dfa 29 de abril- de 1993, estima que procede conce-
der la suspensión de la ejecución de Ia Sent,encia en cuanto a
Ia pena privativa de l ibertad y en cuanto a las penas acceso-
rias, pues se frustrarfa la finalidad del amparo si el recu-
rrente ingresara en prisión, debiendo denegaree la suspensión
en 1o relativo aI pago de las cost,as.

5. La parte recurrente, por escrito presentado el
30 de abr i l  de L993, insiste en su pet ic ión de suspensión e in-
voca, para acreditar ef fumus bonis iuris de la preteneión
ejerci t ,ada en el  presente recurso, la sentencia 72/L993 de este
Tribunal que otorga amparo en un supuesto que er recurrente
considera análogo al- que motiva el presente recureo.
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II. FI'NDAIÍENIqOS JI'RIDICOS

L. El  ar t , .  56.1.  LOTC, estabLece que la Sala que co-

nozca de un recurao de amparo suspenderá, de oficio o a inst,an-
cia de parte, la ejecución del acto de los poderes prlblicoe por

razón del cual se recl-ame el amparo const,itucional cuando la
ejecución del mismo harfa perder al amparo su finalidad; no
obst,ant,e Lo cual, podrá negarse la suspensión cuando de ésta
pueda seguirse perturbación grave de los interesee generales o
de los derechos y l ibert,ades públicas de un tercero.

Tratándose de resoLuciones judiciales el criterio
general- es el de la no suspensión, habida cuenta deI interés
general que ae desprende de su ejecución (ATC L25/L989, ent,re
ot,ros muchos). Criterio general gü€r por 1o demáe, y según ae
ha dicho, ofrece como excepción eI supuesto en que Ia ejecución
de Ia resolución impugnada haga perder al amparo su finalidad o
cau6e dañoe o perjuicios de imposible o diffci l reparación.

2. El crit,erio sustentado en el art,. 56 LOTC, per-

mite decretar la suspensión provisional de la ejecución de ta
pena privativa de l ibertad en tanto e1 presente recurso sea re-
suelto ya que de 1o contrario si se otorgase en su dfa el ampa-
tor ést,e perderfa su finalidad pues eI actor habrfa cumplido
para entoncee part,e de la pena privat,iva de liberüad y ¡ por
tan to ,  € I  per ju ic io  ser fa  i r reparab le  (AATC 98/1983,  L7g/L984,
574/L985 y  116/L990,  en t , re  o t ros  muchos) .

Las penas acceeorias de suspensión de cargo público
y derecho de eufragio durante e1 tiempo que dure la condena de-
ben quedar tanbién suspendidas al seguir la miema suert,e de la
pena pr incipal  a la que acompañan (AATC L44/L974 y 244/L991).
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3. Con respecto a las indemnizaciones la doct,rina
general de este Eribunal es que La ejecución de las miemae no
causa, en principio, un perjuicio irreparable, puesto que su
reparación ulteriorr €rr caso de ser estimado eI recurso de am-
paror rro eerá imposible (ATC 275/90r. Ahora bien, tanbién tiene
declarado est,e Tribunal- que en aquellos supuestos en que el
pago acarrea perjuicios pat,rimonialee irreparables o diffci l-
mente reparables, de t,aL manera que loe fines del recurao de
amparo quedarfan comprometidosr por excepción es procedente

adopt,ar las medidae cautelares que evit,en tal consecuencia; aef
ocurre, entre otros supuestos, cuando ee pueda dar lugar a una
Lransmisión irrecuperable de un bien determinado (ATC 52/89r.

En el caao presente nos encontramos con una larga
lista de beneficiarios de las indemnizaciones que eeperan desde
1981 a ser resarcidos por los per ju ic ios sufr idos.  Si  b ien eI
recurrent,e viene obligado por 1a Sentencia de la Audiencia Pro-
vincial  de Madrid de 31 de ju l io de 1990, conjunta y sol idar ia-
mente con ot,ros dos condenados no recurrentes en amparo, dl
pago de indemnizaciones de una cuantfa global relativament,e
elevada, lo cierto ea que no puede encontrarse en aua alegacio-
nea referencia alguna a la posible existencia de perjuicios
irreparables que hicieran perder al amparo su finalidad en caso
de ejecución de 1o establecido por la citada Sentencia en mate-
ria de responsabil idad civil. Es de observar asimismo, gü€ t,am-
poco eI Ministerio FiscaL formula alegación alguna en cuanto al
pago de las indemnizaciones fi jadas en la sent,encia. En virtud
der aludido interés generar y de la neceeidad de evit,ar los
perjuicios que a los múltiptes beneficiarios de las indemniza-
cionee cauearfa una demora aún mayor en su percepción ae hace
procedente, por consiguiente, 1a no suspensión der abono de las
indemnizacj.ones, pues tratándose del pago de cantidades pecu-
niarias en principio debe entenderse reversible su cumplimien-
to. No obstante, procede asegurarr €rr su caso, Ia devolución de
éstas en la hipótesis de la prosperabil idad del amparo condi-
cionando l-a denegación de la suspeneión a que los perceptores
presten fianza suficiente, en 1a cuantfa que fi je er órgano
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judicial encargado de la ejecución, que garantice los perjui-

cios económicos que dicha ejecución pudiera ocasionar al recu-

rrente en amparo.

Con respecto a las costas proceeales en cuanto 6u-
pone el pago de una cantidad de dinero, su eiecución no provoca

ningún perjuicio que pueda hacer inúti l el presente recurso.

Por todo 1o expuesto, 1a Sala acuerda Ia suepensión
de la ejecución de la Sentencia de la Audiencia Provincial de
Madrid dictada en Ia causa 30/82, procedent,e del Juzgado de
Inetrucción nrim. 6 de Madrid en cuanto aI recurrente en amparo,
tanto en 1o que respecta a Ia pena privat,iva de libert,ad como a
lae accegor ias.

No ha lugar a suspender la ejecución respecto del
pago de las indemnizaciones fi jadas por Ia Sentencia en vfa de
responsabitidad civil, debiendo adoptar la Audiencia lae medi-
dae necesarias para garantizar en au caao la posible devolución
por los perceptores de las cantidades abonadas por el recurren-
te en amparo. No ha lugar a suspender t,ampoco la ejecución de
Ia Sentencia respecto deI pago de Las costas procesales.

Madrid, a diecisiete de mayo de nil novecientos no-
venta y t res.
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